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Tribunal de 
Primera 
Instancia, Sala 

de Coamo 
 

 
Civil Núm.: 
AI2020CV00245 
 

Incumplimiento de 
Contrato 
Dolo 
Cobro de lo 
Indebido 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 

Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 

 
Cintrón Cintrón, Jueza Ponente. 

 
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de abril de 2021. 

Comparecen ante nos el Dr. Nelson A. Matos Fernández h/n/c 

Oficina Dr. Nelson A. Matos Fernández y el Centro de Hematología 

y Oncología del Sur, CSP. (en conjunto, peticionarios) y solicitan que 

revisemos la Resolución emitida el 11 de enero de 2021 por el 

Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de Coamo.  

Mediante la misma, el TPI denegó la solicitud de anotación de 

rebeldía y/o para que se dicte sentencia en rebeldía presentada por 

los peticionarios. 

Luego de examinar tanto el recurso de certiorari como su 

oposición, procedemos a denegar la expedición del auto solicitado. 
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I. 

El 28 de agosto de 2020 los peticionarios presentaron una 

demanda sobre incumplimiento de contrato, dolo y cobro de lo 

indebido contra el CPA Lázaro Serrano Cid, su esposa y la Sociedad 

Legal de Gananciales por ellos compuesta (recurridos).1 En esencia, 

solicitaron al TPI que ordenara a los demandados a compensarlos 

con las siguientes cuantías: $156,900 por incumplir con su 

obligación de hacer; $9,000 por concepto de incumplimiento de 

contrato y $10,000 por concepto de cobro de lo indebido, todo para 

un total de $175,900, así como los intereses legales, costas y 

honorarios de abogados. 

Luego de varios incidentes procesales relacionados al 

emplazamiento de los demandados, estos se dieron por emplazados 

mediante moción presentada el 9 de noviembre de 2020.  Ante ello, 

el foro primario les concedió un término de 30 días para contestar 

la demanda, los cuales se contarían a partir de la presentación de 

la renuncia al diligenciamiento de los emplazamientos.  El 9 de 

diciembre de 2020, último día hábil para presentar su alegación 

responsiva, los demandados solicitaron una prórroga de 20 días 

para hacer lo propio.  El TPI asintió a dicho petitorio mediante 

Resolución emitida el 18 de diciembre de 2020. 

El 8 de enero de 2021, los aquí comparecientes sometieron a 

la consideración del TPI una Moción en Solicitud de Sentencia en 

Rebeldía Conforme a la Regla 4.2 de Procedimiento Civil, en la que 

manifestaron que los demandados no habían presentado su 

alegación responsiva dentro del término concedido.  En vista de ello, 

requirieron al TPI que les otorgara el remedio solicitado en la 

demanda.  En la alternativa, solicitaron que se le anotara la rebeldía 

 
1 El 23 de octubre de 2020 la demanda fue enmendada a los únicos efectos de 

sustituir Fulana de Tal por el nombre verdadero de la codemandada, la Sra. Vilma 

Pérez Torres, esposa del CPA Lázaro Serrano Cid. 
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a la parte demandada.  El 9 de enero de 2021 los demandados 

presentaron su alegación responsiva y negaron la mayoría de las 

alegaciones. 

Así las cosas, mediante Resolución emitida y notificada el 11 

de enero de 2021, el Tribunal de Primera Instancia denegó la 

solicitud de sentencia en rebeldía de los peticionarios. En 

desacuerdo, los peticionarios solicitaron reconsideración.  Adujeron 

que los demandados no presentaron su alegación responsiva dentro 

del término concedido, sin previa notificación de las circunstancias 

que ameritan la justa causa para la demora. Además, requirieron 

del TPI que denegara la contestación a la demanda presentada por 

los demandados y los declarara en rebeldía, toda vez que, a su 

entender, esta incumplió con las Reglas de Procedimiento Civil 

correspondientes.  Finalmente, los peticionarios solicitaron que se 

dictara sentencia a su favor.  El TPI declaró No Ha Lugar la solicitud 

de reconsideración a través de un dictamen emitido y notificado el 

28 de enero de 2021. 

Inconforme con dicha determinación, los peticionarios 

recurren ante nos y señalan la comisión del siguiente error por parte 

del foro primario:  

Erró el TPI al negarse a anotar la rebeldía, y aceptar una 
alegación responsiva que no cumple con las 
disposiciones de la Regla 6.2 de las Procedimiento Civil 

de 2009, 31 LPRA Ap. V, R. 38.2 (2009) y presentada 
fuera del término prorrogado, sin previa notificación de 
justa causa para la demora, como requiere la Regla 68.2 
de las de Procedimiento Civil de 2009, supra. 
 
El 8 de marzo de 2021 los peticionarios presentaron ante 

nuestra consideración una Solicitud en Auxilio de Jurisdicción con el 

propósito de paralizar todos los procedimientos en el TPI con 

relación a la controversia del recurso de autos.  Dicha solicitud fue 

denegada mediante Resolución emitida el 11 de marzo de 2021. 

El 23 de marzo de 2021 los recurridos presentaron su alegato 

en oposición, por lo que estamos en posición de resolver. 
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II. 

Las Reglas de Procedimiento Civil de Puerto Rico limitan 

nuestra capacidad revisora de las decisiones interlocutorias. A esos 

efectos, la Regla 52.1 de dicho compilado de normas dispone —en lo 

aquí pertinente— lo siguiente: 

El recurso de Certiorari, para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos 
de relaciones de familia.  Al denegar la expedición de 
un recurso de Certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión.  (Énfasis suplido). Regla 52.1 de las de 
Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1. 
 

De otra parte, sabido es que la figura jurídica de la rebeldía se 

define como la posición procesal en que se coloca a la parte que ha 

dejado de cumplir un deber procesal o de ejercitar su derecho de 

defenderse2 y la misma se encuentra regulada por la Regla 45 de las 

de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 

45.   

La jurisprudencia, al analizar este mecanismo procesal, 

precisó que el propósito perseguido por la anotación de rebeldía es 

servir de disuasivo a que las partes incurran en prácticas dilatorias 

como estrategia litigiosa.  Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 

DPR 93, 100 (2002).  Ahora bien, la imposición de la rebeldía no 

procede en cualquier instancia, pues ella solo es viable en las 

siguientes circunstancias; a saber:  

 
2 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Ed. 

Publicaciones JTS, 2011, T. IV, pág. 1337.   
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Cuando una parte contra la cual se solicite una 
sentencia que concede un remedio afirmativo haya 
dejado de presentar alegaciones o de defenderse en otra 
forma según se dispone en estas reglas, y este hecho se 
pruebe mediante una declaración jurada o de otro modo, 
el Secretario o Secretaria anotará su rebeldía. 

El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte, 
podrá anotar la rebeldía a cualquier parte conforme a la 
Regla 34.3(b)(3) de este apéndice. 

Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por 
admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 45.2(b) de 
este apéndice. 

La omisión de anotar la rebeldía no afectará la 
validez de una sentencia dictada en rebeldía.  Regla 45.1 
de las de Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 
LPRA Ap. V, R. 45.1. 

 
Nótese que la anotación o denegatoria de anotación de una 

rebeldía depende de que se hayan satisfecho los requisitos que 

establece la referida Regla 45.1 de Procedimiento Civil, supra.  

Aunque la rebeldía constituye un mecanismo procesal discrecional 

para el foro de instancia, tal discreción no se sostiene ante el 

ejercicio burdo o injusto.  De manera que la anotación de rebeldía o 

dictar sentencia en rebeldía a una parte como sanción por su 

incumplimiento con una orden del tribunal siempre se debe dar 

dentro del marco de lo que es justo, y la ausencia de tal justicia 

equivaldría a un abuso de discreción. Rivera Figueroa v. Joe's Eur. 

Shop, 183 DPR 580, 590 (2011). 

III. 

 En el presente caso, surge de los hechos que, luego de que los 

recurridos renunciaran al diligenciamiento de los emplazamientos, 

el TPI concedió un término de 30 días para que estos presentaran 

su alegación responsiva.  A su vez, está claro que los recurridos 

solicitaron prórroga para contestar la demanda y el foro primario la 

concedió. Conforme a ello, el último día para que los recurridos 

sometieran su alegación responsiva era el 7 de enero del año en 

curso.  Del expediente se desprende que estos presentaron la 

contestación dos días después.    
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Tomando en cuenta lo anterior, no existe razón alguna que 

nos permita concluir que el TPI haya actuado en contravención de 

nuestro ordenamiento jurídico aplicable al emitir la determinación 

impugnada.3  Del tracto procesal de la causa que nos ocupa resulta 

evidente que no existían las condiciones para la anotación o 

sentencia en rebeldía solicitada. Por consiguiente, es nuestro 

entender que el TPI no abusó de su discreción al admitir la 

contestación a la demanda de los recurridos y, por ende, denegar el 

reclamo de los peticionarios.   

Tras un análisis detenido de los documentos sometidos, los 

criterios establecidos en la Regla 52.1, supra, la Regla 40 de nuestro 

reglamento y en el ejercicio de la discreción que nos ha sido 

conferida, resolvemos denegar el recurso de certiorari. Entendemos 

que la controversia planteada no exige consideración más detenida 

por nuestra parte. Lo prudente es permitir que la causa de epígrafe 

continúe el curso normal de los procedimientos, toda vez que 

intervenir, más que beneficio, conllevaría una dilación innecesaria 

en la solución del pleito.  

IV. 

Por las consideraciones que preceden, denegamos expedir el 

auto de certiorari solicitado.  Regla 40(D) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 40(D). 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
3 Discreción, en términos jurídicos, constituye una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera.  No 

significa poder actuar de una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 
Derecho, porque ello constituiría un abuso de discreción. Torres v. Junta 

Ingenieros, 161 DPR 696, 715 (2004).  (Véase, además, García v. Padró, 165 DPR 

324, 334-335 (2005); Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR. 651, 

657-658 (1997)). 


